


















































Tipo: MONTEROS ARCHIVO NO PROCEDER (ARCHIVO 154 2° SUPUE)

Persona firma: GUTIERREZ ANTONIO NICOLAS

Fecha: 12/12/2022

Confecciona: BOTTINI ANDREA ANGELINA

UNIDAD FISCAL DE DECISIÓN TEMPRANA

Centro Judicial Monteros

Ministerio Público Fiscal

ufdtmonteros@mpftucuman.gob.ar

__________________________________________________________

ARCHIVO POR NO PROCEDER – ART. 154, 3° SUPUESTO, LEY 8933 (NUEVO CPPT)

__________________________________________________________

CAUSA: RUIZ JESUS ENRIQUE, DNI 21341671 S/ LESIONES CULPOSAS - ART. 94 PÁR. 1 VICT: NO
IDENTIFICADA, GUZMAN RAMON ENRIQUE. F.H.: 09/01/2022 21:00 ruta 38 altura puente alto . Expte:

M-000186/2022.
 

                      Monteros, 12 de Diciembre de 2022.
           Atento las constancias del presente legajo, se dicta el presente decreto redactando el mismo de la

manera más clara posible para la comprensión de la persona denunciante de conformidad con el espíritu de

los art. 11 y 83 del nuevo Código Procesal Penal de Tucumán – Ley 8933 (en adelante C.P.P.T) poniendo

a disposición de la misma la presente resolución en formato digital y todas las constancias del legajo para

cuando la misma lo requiera. 

                        Se pone en conocimiento de este Ministerio los hechos mediante ACTA DE
PROCEDIMIENTO de la Comisaria de Acheral, en la que consta que: hubo un accidente de transito
ocurrido en ruta nacional. 38 altura puente alto entre un automovil marca Volkswagen, modelo
Suran y una motocicleta marca HONDA modelo STORM 125.-

                        Esta Unidad Fiscal realizo entrevista a las victimas, los mismos fueron revisados por el

Medico Forense de este Centro Judicial, se solicitaron pericias fisicomecanicas y pericias accidentologicas.

A pesar de lo instruido por esta Unidad, resulta imposible continuar debido a la falta de interes de las

victimas, quienes no aportan elementos para continuar la instruccion.

                Del análisis efectuado, no se vislumbra la posibilidad de ahondar en el esclarecimiento del hecho

denunciado de manera tal que ello sirva a los fines de avanzar hacia la conclusión natural del proceso penal

que es el debate oral y la asignación de responsabilidad penal en juicio oral. Ello por cuanto los elementos

que se advierten de posible recolección no aparecen como idóneos para lograr las certezas que, aunque no

en esta etapa de investigación, sí requiere indefectiblemente el derecho penal para salvaguardar, en

beneficio de todas las personas, el principio de inocencia previsto en el art. 18 de la Constitución Nacional.

                    Así también, se advierte que abordar el conflicto por la vía de soluciones alternativas en el

ámbito del derecho penal resulta contradictorio con la esencia del derecho penal que es ser la última

instancia en la gestión de conflictos de la sociedad.

                Lo dicho no quita que existan posibilidades de solución del conflicto en otro fuero judicial o en

instancias extrajudiciales que pueda instar la persona denunciante o incluso proponerse desde el área de

Derivaciones y Articulaciones de esta propia Unidad Fiscal.

                 Todo esto, constituye un impedimento para este Ministerio Público para continuar, por ahora, con

el trámite de las presentes actuaciones por ser manifiesta la imposibilidad de reunir elementos de

convicción, por lo que DISPONGO ARCHIVAR las presentes actuaciones de conformidad con lo dispuesto

por el art. 154, 2° supuesto del C.P.P.T.

              Asimismo, dispongo notificar de la presente resolución enviando copia de la misma, en la primera

oportunidad en que la víctima solicite ser informada sobre su denuncia y dejo constancia de que la misma

puede pedir la revisión de la presente resolución conforme sus derechos previstos en los artículos 11, 83 y

155 del C.P.P.T. Se deja constancia en la presente resolución de los derechos que le asisten a la víctima

según el nuevo C.P.P.T.:

Art. 11.- Derechos de la víctima. La víctima, sin perjuicio de otras disposiciones de este Código, tiene derecho a la protección integral de su



persona, su familia, sus bienes frente a las consecuencias del delito, a recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades, que no
podrán, bajo pretexto alguno, dejar de recibir sus denuncias o reclamos y de poner inmediatamente en funcionamiento los mecanismos legales
previstos para su tutela efectiva. Tiene derecho a ser informada del estado del proceso, de las facultades que este Código le otorga y a
participar del proceso penal en defensa de su interés. Toda disposición referente a la víctima se interpretará del modo que mejor convenga a
sus intereses y en beneficio de su efectiva intervención en el proceso. Tiene derecho a solicitar la revisión de las decisiones judiciales y de los
actos del Ministerio Público Fiscal que obsten a su participación en el proceso o que produzcan su paralización, en los casos y forma que este
Código prevé. Esos derechos le deberán ser informados, en la primera oportunidad posible por la autoridad que corresponda.
Art. 83.- Derechos de la víctima. La víctima tendrá los siguientes derechos: 1) A recibir un trato digno y respetuoso y que se reduzcan las
molestias derivadas del proceso; 2) Al respeto de su intimidad, en la medida que no obstruya la investigación; 3) A requerir, a través de los
órganos competentes, medidas de protección para su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que declaren a su pedido; 4) A ser
notificada de la imposición o revocación de medidas de coerción previstas en los incisos 3, 4, 6, y 7 del Artículo 235; 5) A intervenir en el
proceso con derecho a obtener una solución del conflicto en la forma que autoriza este Código; 6) A ser informada del resultado del proceso,
aun cuando no haya intervenido en él; 7) A ser escuchada antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión de la acción penal,
cuando la Ley así lo prevé, salvo el procedimiento dispuesto en el Artículo 28 a los fines dispuestos en el inciso siguiente; 8) A requerir la
revisión de la desestimación, archivo o aplicación de un criterio de oportunidad dispuesto por el Ministerio Público Fiscal, de conformidad al
procedimiento dispuesto y regulado en los Artículos 155 y 156; 9) A requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado
antijurídico producido por el hecho investigado respecto de su persona, derechos o en las cosas o efectos de su pertenencia, con las
limitaciones que se establezcan en este Código, sin costo alguno; 10) Cuando sea niña, niño, adolescente, o incapaz, se le autorizará a que,
durante los actos procesales, sea acompañado por personas de su confianza, siempre que ello no perjudique la defensa del imputado o los
resultados de la investigación; La victima será informada de sus derechos cuando radique la denuncia, en su primera intervención o en la
primera oportunidad posible. La información será suministrada de modo simple y claramente comprensible; 11) Cuando sea mujer víctima de
violencia de género, a requerir la asistencia protectora y las medidas preventivas urgentes, previstas en la Ley Nacional N° 26.485, adherida la
Provincia de Tucumán mediante Ley N° 8336. En estos casos, si resultase necesario, el Fiscal podrá requerir al Juez las medidas de coerción
enunciadas en los supuestos 9) y 12) del Artículo 235 utilizando el medio que garantice la mayor celeridad y eficacia de la medida.
Art. 155.- Control de la decisión fiscal. Revisión de la desestimación y archivo. Dentro del plazo de cinco (5) días, la víctima, constituida en
querellante, podrá solicitar al Juez la revisión de la desestimación de su querella o denuncia, o del archivo dispuesto por el Fiscal. En este caso
será citada a audiencia a celebrarse en un plazo no mayor a cinco (5) días a fin de garantizársele el derecho a intervenir y manifestar su opinión
en igualdad de condiciones. El Juez resolverá en la
misma audiencia. En caso de discrepancia entre el Fiscal y el Juez, se requerirá opinión al Fiscal Regional respectivo, la cual será vinculante. Si
la víctima se opusiera a la desestimación o al  archivo sin haberse constituido como querellante podrá requerir la revisión ante el Fiscal
Regional, cuya decisión será inapelable. Si el Fiscal Regional decidiese que debe abrirse la investigación, procederá conforme el Artículo 157 y
dispondrá la sustitución del Fiscal de acuerdo al proceso que establece la Ley Orgánica del Ministerio Público Fiscal.
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